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Sentencia SU-049-17 Corte Constitucional

• Acción de tutela presentada por Ángel María Echavarría

Oquendo contra Inciviles S.A.

• Magistrada ponente: María Victoria Calle Correa

• Revisión de los fallos proferidos, en primera instancia, por el

Juzgado Treinta Penal Municipal con Función de Control de

Garantías de Medellín, el 8 de julio de 2014 y, en segunda

instancia, por el Juzgado Veintiuno Penal del Circuito de

Medellín, el 14 de agosto de 2014.



Hechos
El señor Ángel María Echavarría

Oquendo, de 73 años de edad, se

desempeñaba como conductor de

vehículos de carga para la firma

Inciviles S.A., con un contrato de

prestación de servicios. Inciviles S.A.

terminó unilateralmente el vínculo sin

autorización previa del inspector de

trabajo, en un momento en el cual se

encontraba incapacitado como

consecuencia de un accidente de

origen profesional que le ocasionó una

lesión completa del músculo

supraespinoso, ubicado en su hombro

izquierdo, y que le dificultaba realizar

sus labores desde hacía algún tiempo.

Instauró acción de tutela por

considerar vulnerado su derecho

fundamental a la estabilidad

ocupacional reforzada.



Mediante sentencia del 8 de julio de 2014, el Juzgado Treinta Penal Municipal

con Función de Control de Garantías de Medellín declaró que la acción era

improcedente. A su juicio, el actor no cumplió con el principio de

subsidiariedad toda vez que (i) la definición de la naturaleza jurídica de la

relación laboral, el reintegro y el pago de los aportes al Sistema General de

Seguridad Social, son competencia del juez laboral, y (ii) en el caso no se

presenta un perjuicio irremediable a raíz del cual los medios ordinarios de

defensa judicial resultan idóneos.

Primera y Segunda Instancia

En pronunciamiento del 14 de agosto

de 2014, el Juzgado Veintiuno Penal

del Circuito de Medellín, confirmó la

decisión inicial por considerar que la

acción de tutela era improcedente lo

que sustentó con similares argumentos

a los expuestos por el juez de primera

instancia.



Procedencia de la Acción de Tutela

• Tiene más de 70 años de edad.

• Se desempeñaba como conductor y sufrió un accidente de origen profesional que

le dejó una lesión completa del músculo supraespinoso.

• Carece de otras fuentes de recursos económicos para asegurar su propia

subsistencia, no cuenta con empleo o relación contractual vigente, con pensión

ni rentas de otra naturaleza, y carece de cesantías.

• No está afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud en el régimen

contributivo.

La acción de tutela es el mecanismo eficaz de protección: el peticionario es una

persona de la tercera edad y con problemas de salud, lo cual le hace difícil retornar

al mercado de trabajo. No cuenta con recursos para satisfacer sus necesidades

básicas. Es indispensable tomar acciones urgentes e impostergables para evitar un

perjuicio sobre el mínimo vital del actor, que sería una consecuencia grave y, por

sus condiciones existenciales, inminente.



El Caso Concreto

La Corte Constitucional revoca el fallo proferido en segunda instancia y, en

su lugar, tutela el derecho fundamental del señor Ángel María Echavarría

Oquendo a la estabilidad ocupacional reforzada y ordena a Inciviles S.A. a

que:

1. Renueve el contrato de prestación de servicios con el señor Ángel María

Echavarría Oquendo.

2. Cancele al actor las remuneraciones que dejó de recibir entre el

momento de su desvinculación (17 de marzo de 2014) y la fecha en que

su contrato se vencería conforme al plazo pactado.

3. Pague una indemnización equivalente a 180 días de honorarios.



Problemas Jurídicos

1. Si la estabilidad ocupacional reforzada es una garantía de la cual

son titulares sólo las personas que cuentan con una calificación de

pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda.

2. Si la estabilidad ocupacional reforzada es aplicable a las relaciones

originadas en contratos de prestación de servicios, aun cuando no

envuelvan relaciones laborales (subordinadas) en la realidad.

3. Si, en caso de ser afirmativas las respuestas a las cuestiones

anteriores, la violación a la estabilidad ocupacional reforzada en el

contexto de una relación contractual de prestación de servicios

debe dar lugar a una indemnización de 180 días, según lo previsto

en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, interpretado conforme a la

Constitución.



LA ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA NO SE CIRCUNSCRIBE 

A QUIENES HAN SIDO CALIFICADOS CON PÉRDIDA DE CAPACIDAD 

LABORAL MODERADA, SEVERA O PROFUNDA

Quien contrata la prestación de un servicio personal –con o sin

subordinación- debe tener presente que adquiere con la

persona que se lo presta una relación relevante a la luz de la

Constitución, pues adquiere el deber de actuar con solidaridad

cuando las circunstancias se lo requieran, y sus relaciones

deben entonces trascender el principio de utilidad que en

general es válido observar en los actos contractuales que

desarrolle, y en las relaciones patrimoniales de disposición de

sus bienes económicos.



LA ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA NO SE CIRCUNSCRIBE 

A QUIENES HAN SIDO CALIFICADOS CON PÉRDIDA DE CAPACIDAD 

LABORAL MODERADA, SEVERA O PROFUNDA

Una persona en condiciones de salud que interfieran en el

desempeño regular de sus funciones se encuentra en

condiciones de debilidad manifiesta no sólo porque esto puede

exponerla a perder su vínculo, sino además porque le dificulta

la consecución de una nueva ocupación con base en sus

facultades, talentos y capacidades humanas, que le depare los

bienes suficientes para satisfacer sus necesidades básicas, con

lo cual está en riesgo no solo su estabilidad y su dignidad, sino

incluso su propia subsistencia, y su seguridad social.



LA ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA EN LOS CONTRATOS 

DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y LA APLICACIÓN DE LAS 

PRESTACIONES DE LA LEY 361 DE 1997

Una vez las personas contraen una enfermedad, o presentan

por cualquier causa (accidente de trabajo o común) una

afectación médica de sus funciones, que les impida o dificulte

sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones

regulares, se ha constatado de manera objetiva que

experimentan una situación constitucional de debilidad

manifiesta, y se exponen a la discriminación. La Constitución

prevé contra prácticas de esta naturaleza, que degradan al ser

humano a la condición de un bien económico, medidas de

protección, conforme a la Ley 361 de 1997.



LA ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA EN LOS CONTRATOS 

DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y LA APLICACIÓN DE LAS 

PRESTACIONES DE LA LEY 361 DE 1997

En consecuencia, los contratantes y empleadores deben

contar, en estos casos, con una autorización de la oficina del

Trabajo, que certifique la concurrencia de una causa

constitucionalmente justificable de finalización del vínculo.

De lo contrario procede no sólo la declaratoria de ineficacia

de la terminación del contrato, sino además el reintegro o su

renovación, así como la indemnización de 180 días de

remuneración salarial.



SÍNTESIS DE LA UNIFICACIÓN

El derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada

es una garantía de la cual son titulares las personas que

tengan una afectación en su salud que les impida o dificulte

sustancialmente el desempeño de sus labores en las

condiciones regulares, con independencia de si tienen una

calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa

o profunda. La estabilidad ocupacional reforzada es aplicable

a las relaciones originadas en contratos de prestación de

servicios, aun cuando no envuelvan relaciones laborales

(subordinadas) en la realidad.



SÍNTESIS DE LA UNIFICACIÓN

La violación a la estabilidad ocupacional reforzada debe dar

lugar a una indemnización de 180 días, según lo previsto en el

artículo 26 de la Ley 361 de 1997, interpretado conforme a la

Constitución, incluso en el contexto de una relación

contractual de prestación de servicios, cuyo contratista sea

una persona que no tenga calificación de pérdida de capacidad

laboral moderada, severa o profunda.
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